Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 40 minutos) 


-La Comisión tiene el gusto de recibir al Presidente del Centro de Capacitación en Prevención 
del Lavado de Activos, señor Ricardo Gil, quien ha asistido para brindar un informe que le habíamos 
solicitado. 


Cabe destacar que esta Comisión se creó este año en acuerdo con todos los partidos 
políticos, para trabajar junto con las otras partes involucradas en el tema del lavado de activo: el Poder 
Ejecutivo y la Justicia. En ese sentido, en el Parlamento -tanto en la Cámara de Representantes como 
en la de Senadores- hacía falta crear estas comisiones especiales, que tienen como objetivo escuchar 
los informes correspondientes para después ir evaluando la posibilidad de realizar proyectos de ley en 
el futuro o determinadas modificaciones en la propia ley aprobada en el 2004, para así trabajar con el 
Poder Ejecutivo. 


Le concedemos la palabra al señor Gil. 


SEÑOR GIL.- Antes de empezar, quiero decir que es para mí un placer estar aquí y es gratificante ver 
que el Senado ha tomado el tema a su consideración; supongo que a corto plazo vamos a estar 
haciendo alguna propuesta, más que nada complementaria de la Ley N* 17.835, de 2004. 


Más allá del informe oral que pueda hacer ahora, me pareció conveniente traer un informe 
por escrito, aunque como tal, no siempre abarca todo y seguramente no está completo, pero es un 
esqueleto de cómo veíamos la situación hace dos años, como la hemos trabajado y como la vemos 
hoy. Se trata de una recopilación o intento de resumen de distintos documentos que hemos manejado 
en este período, algunos de los cuales están en la página web. 


Básicamente comenzamos a tratar el tema en abril del año 2005 con una doble percepción: 
por un lado, teníamos la idea de que en el Uruguay se lavaba dinero; es una cuestión que hemos dicho 
de manera bastante insistente en este período porque nos pareció una parte fundamental de 
diagnóstico, es decir, que lo que podamos hacer en ese sentido va a depender de cómo veamos los 
problemas. Para nosotros reconocer que en todo el mundo se lava dinero y que en nuestro país 
también, no es un acto de “hara-kir?, sino de partir de la realidad. 


Entendemos que en el curso de este período eso ha quedado fehacientemente demostrado, 
en la medida en que se han desarticulado algunas organizaciones locales no muy significativas y, en 
particular, tres importantes redes de narcotráfico colombiano que operaban en el Uruguay, lo cual era 
previsible y nos sirvió para confirmar el diagnóstico, así como también algunas fortalezas y debilidades 
que seguimos teniendo. 


A partir de esa visión nos planteamos que era nuestra obligación desarrollar todo lo que 
pudiéramos hacer con los recursos que tenemos para combatir ese delito, partiendo de la base de que, 
básicamente, el lavado de activos es la expresión del narcotráfico, la corrupción, el tráfico de gente, de 
armas, es decir, todos delitos que para nosotros el país tiene que intentar erradicar. En esa medida, la 
persecución del circuito del dinero que generan esos ilícitos ha pasado a ser también una cuestión 
clave, porque si bien el país no tenía antecedentes en materia de procesamientos, sí tenía una 
legislación generada en el año 2004 que nos sigue pareciendo buena. Además, creemos que antes de 
proponemos introducir cambios en la legislación, debíamos hacer todo lo que la ley nos permitía y que 
no estábamos haciendo, con los recursos que teníamos, que pueden ser limitados, pero que también 
nos posibilitan realizar muchas cosas que no se estaban haciendo. 


Entonces, este trabajo arrancó con el marco legal que había -que considerábamos bueno- y 
con la estructura que, a nuestro juicio, era razonable. Y recién ahora, luego de más de dos años, nos 
estamos planteando algún ajuste, tanto en la parte legal como en la estructura organizativa. Hablamos 


de una parte legal porque se trata de una ley que a esta altura ya tiene tres años, que hemos 
empezado aplicar y que muestra algunos agujeros. Como marco global, sigo pensando que es buena 
y que no debemos apuntar a lo general sino a algunos aspectos que, o bien hemos verificado que eran 
insuficientes, o bien hemos visto que la movilidad y la dinámica de este tipo de delitos han 
transformado en insuficientes, porque son delitos que evolucionan rápidamente en función de la 
vulnerabilidad del país. Si el país se defiende, los delincuentes mejoran su forma de actuar y nos 
tenemos que actualizar. 


Desde el punto de vista de la estructura organizativa, sucede que ya desde el Gobierno 
anterior la definición e implementación de políticas ha estado a cargo del Centro de Capacitación en 
Prevención del Lavado de Activos que dirijo. Desde un comienzo me he planteado que la 
implementación de políticas en relación al lavado no puede estar a cargo de un centro de capacitación, 
porque como su nombre indica, su función es capacitar. De hecho, es un buen ámbito de coordinación 
-en este tema hace falta la coordinación-, pero también es cierto que si uno quiere potenciar el asunto, 
es necesario darle un carácter más operativo. De todas maneras, pasó lo mismo, porque si en el año 
2005 hubiéramos decidido cambiar el centro y darle una estructura nueva, la percepción podría haber 
sido que acá se inventan estructuras en lugar de trabajar. Por lo tanto, vamos a trabajar con la 
estructura que hay, que es buena y que ha servido para la ley en general y que puede servir para 
implementarla durante un período, y después veremos qué hacemos para mejorarla. 


Recién este año, luego de un estudio -no me gusta mucho la palabra- de definición de 
estrategias, con ambiciones a mediano plazo, y luego también de haber trabajado en la parte de 
coordinación y en lo operativo durante un período importante, propusimos -y así fue instrumentado 
mediante un decreto en el mes de julio- que las definiciones y, sobre todo, la implementación de la 
política estuvieran a cargo de una comisión coordinadora. Esta comisión, que se creó en julio y recién 
se está constituyendo, está integrada por representantes de la Presidencia de la República, de los 
Ministerios del Interior, de Defensa Nacional, de Economía y Finanzas, de Educación y Cultura y la 
Unidad de Información y Análisis Financiero del Banco Central, que está especializada en temas de 
inteligencia financiera. Entendemos que esta comisión coordinadora núclea a los principales actores en 
la materia, más allá de que en torno a ella tienen que funcionar operativamente las dependencias 
concretas que se ocupan de cada tema. Ahí aparecerán las distintas dependencias del Ministerio de 
Interior, las del Ministerio de Defensa Nacional y, particularmente, las bien diferentes oficinas que 
intentamos abarcar en el Ministerio de Educación y Cultura que integran desde la Dirección de 
Cooperación Jurídica Internacional hasta el Dirección General de Registros, ambas con funciones 
totalmente distintas: una coordina todos los aspectos de la relación jurídica con los países con los que 
tenemos temas en común; la otra, con un perfil muy operativo en cuanto a que si perseguimos bienes, 
tenemos que saber de quiénes son. En este sentido, es fundamental la participación del Registro en 
nuestras actividades, la cual ya se ha venido concretando. 


En estos días estamos, pues, formalizando las primeras reuniones de esta comisión y, a la 
vez, estamos definiendo una estructura en subgrupos de trabajo más flexibles, que no están 
establecidos por decreto sino que son contemplados en el documento que fue elaborado en el mes de 
febrero y que establece lo que serían las cuatro o cinco áreas principales de trabajo en el corto plazo. 


Otro aspecto que me parece importante destacar -porque considero que es un logro de este 
período- es el siguiente. Es muy fácil hablar del tema de la coordinación -y todo el mundo está de 
acuerdo en que hay que hacerla-, pero es difícil de implementar. Esta es mi primera etapa en la 
actividad pública y puedo decir que aquí también juega el tema de las chacras y los poderes. A pesar 
de ello, puedo decir que se ha logrado un avance muy importante. El grupo de trabajo que se 
constituyó con los Ministerios de Economía y Finanzas y del Interior, el Banco Central, el Instituto 
Técnico Forense y los Fiscales está operando con mentalidad de equipo y realmente lo está haciendo 
muy bien. En el marco normativo actual, lo estamos ofreciendo a los Jueces como equipo de apoyo. 
Entonces, frente a cualquier caso de estos que aparece en la prensa  -muchas veces nos enteramos 
por ese medio-, el equipo trata de tomarlo y de conectarse con los Jueces o Fiscales actuantes para 
expresarles que si ellos quieren, hay un equipo que los puede ayudar con el tema del lavado. También 
ha ocurrido que, a medida que lo hemos ofrecido, los Jueces también nos hacen propaganda. Hay que 
tener en cuenta que los principales logros vinieron fundamentalmente de parte de la policía, más en la 
parte represiva que en la preventiva. 


Otro logro tiene que ver con la percepción que tiene la sociedad sobre este tema. Le hemos 
dado el carácter de problema de país, retomando planteos que venían del Gobierno anterior y 
reivindicando como buenas las soluciones que se encontraron. En ese sentido, le hemos dado a este 
asunto el carácter de tema nacional y no de partidos, e intentamos que eso siga por ese camino. Así 
como ocurrió con la ley de 2004 -que fue aprobada por unanimidad en un tiempo record-, 
consideramos que si logramos mantener esa coherencia, se va a ir mejorando rápidamente. 


Otro aspecto interesante a destacar es que la imagen del país a nivel internacional no era 
buena -y hay distintos elementos que así lo indican-, pero ahora eso ha cambiado sobre la base, no de 
prometer soluciones mágicas y rápidas que nadie cree, sino de proponer cosas a corto plazo que 
tratamos de cumplir. Nosotros integramos un organismo regional denominado GAFISUD y trabajamos 
en un esquema de informes semestrales. Cada semestre proponemos líneas de trabajo que estamos 
cerrando muy bien; no se trata de planes maravillosos, pero se cumplen, y eso le ha dado al país una 
imagen de mayor seriedad. Esto va de la mano con que hemos tenido resultados importantes en el 
plano represivo y con que esos resultados tuvieron instancias de cooperación fuerte con países 
vecinos, particularmente con Brasil, pero también con Estados Unidos, España y Argentina. Eso va 
dejando la imagen de que si bien no hacemos maravillas, cumplimos con lo que planteamos con 
seriedad. 


Acerca de este tema hay un dato que tal vez pueda interesar a los señores Senadores, 
aunque para nosotros es simplemente una anécdota. En el mes de febrero, la Argentina realizó una 
denuncia en el GAFI -que es un organismo mundial- en el sentido de que Uruguay no cooperaba, 
etcétera. Nosotros veníamos trabajando desde hace tiempo lo relativo al lavado de dinero con los 
argentinos y ellos mismos nos reconocieron que se trató de un tema político; fue una decisión de la 
Presidencia de la República Argentina que fue trasladada a los integrantes del equipo antilavado. Por 
lo tanto, optamos por no realizar una política de choque ni de denuncia o contradenuncia. Decidimos 
que ese tema no tenía nada que ver con lo que está haciendo el Uruguay con respecto al lavado del 
dinero, sino que está relacionado con otros problemas y no queríamos que se nos involucrara. 


El lavado de dinero nos preocupa y sabemos que tenemos por delante deudas en cuanto a 
tareas que todavía no hemos cumplido bien; el tiempo dirá si lo estamos haciendo bien o no. Tanto en 
diciembre como en julio -es decir, antes y después del planteo de Argentina ante GAFI-, GAFISUD ha 
dado un apoyo bastante firme a lo que está haciendo el Uruguay. Ello se traduce en las actas del 
organismo, donde los planteos son del estilo de “el Pleno ve con agrado la forma como viene 
trabajando Uruguay”. 


Esta es una visión general sobre el tema y quedo a disposición de los señores Senadores 
para contestar las preguntas que deseen realizar. 


SEÑOR MOREIRA.- Me gustaría plantear un par de preguntas. 


Este no es un tema de conocimiento de muchos parlamentarios y, sobre todo, del ciudadano 
común. El señor Gil se refirió a las organizaciones de narcotraficantes y, a ese respecto, en primer 
lugar quisiera hacer la siguiente pregunta. En el caso de la última organización vinculada con ese 
procedimiento tan exitoso realizado en el departamento de Salto, en el que se incautaron 500 kilos de 
cocaína, ¿se detectaron paralelamente ramificaciones con tráfico de dinero en los circuitos bancarios? 


SEÑOR GiIL.- En realidad, a diferencia de una organización que se desmanteló el año pasado, que 
lavaba dinero en el Uruguay, básicamente, la operación que menciona el señor Senador fue de 
combate al narcotráfico, no al lavado. Esta organización había montado una estructura para traficar a 
través de una estancia en Salto, que se detectó por un movimiento importante de fondos vinculados 
con la compra de dicha estancia y otros bienes, así como con el uso de instituciones financieras que 
operan en el mercado de valores. 


Ese caso, luego de una serie de allanamientos, todavía se está procesando. 


Ahora bien, nuestra preocupación se centra en lo que tiene que ver con el uso, por parte de 
esta organización, de instituciones radicadas en Zona Franca, a través de las cuales movieron varios 
millones de dólares. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Se refiere a la Zona Franca de Montevideo? 
SEÑOR GIL.- Efectivamente, señor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Por otro lado, quisiera saber cuál es el tipo de actividad por el que más 
frecuentemente se efectúa el lavado de dinero. Todos hemos escuchado hablar de inversiones 
cuantiosas para bienes que no son del valor económico que después se les atribuye en una 
compraventa. Inclusive, en los últimos tiempos también hemos oído hablar del lavado de dinero a 
través de los casinos. Concretamente, ¿qué experiencia tenemos en esa materia? 


SEÑOR GIL.- Las experiencias nacionales son recientes. Por mi parte, distingo dos elementos: por un 
lado, la percepción que cada uno de nosotros tenemos y la percepción a nivel popular y, por otro, 
aquellos sectores en los que hemos avanzado realmente y en los que hemos comprobado actuaciones. 


A este respecto, puedo decir que en los casos en que hemos trabajado, surge claramente la 
participación del sector financiero, no siempre como ámbito en el que se lava, pues no siempre es el 
lugar en el que se legalizan los fondos que vienen del delito, sino que muchas veces actúa como lugar 
de tránsito. Pero lo cierto es que, en la medida en que se van ajustando otros controles, muchas veces 
pasa por algún punto del sistema financiero. Quiere decir que ya no es tan fácil llegar con una valijita 
con US$ 1:000.000 y comprar algo, como lo era en otro momento. 


De modo que el sistema financiero participa. No obstante, hay que reconocer que tiene un 
mecanismo preventivo y de controles bastante aceitado. Es más, es el que hace más tiempo que viene 
trabajando, está más acostumbrado y, por mi parte, considero que es el que lo hace mejor. Por 
supuesto, dentro del sector financiero hay que distinguir distintos niveles, porque una situación es la de 
los bancos, otra la de los cambios, y otra la de los agentes de valores; pero debemos admitir que es un 
sector en el que se ha dado esa práctica. 


El otro sector en el que se han verificado los tres casos grandes de lavado de dinero 
abordados a nivel nacional, y alguno local, es el inmobiliario. De hecho, la organización desmantelada 
en setiembre del año pasado, que se había instalado en el Uruguay para lavar dinero proveniente del 
narcotráfico colombiano, operaba básicamente en el sector inmobiliario. En este caso, consideramos 
que hay un atraso mayor, ya que la ley aprobada en el año 2004 incorporó a las inmobiliarias como 
sujeto obligado -lo que implica ciertas obligaciones de información y de control-, pero a pesar de que 
ese concepto está incluido en sus disposiciones, la ley no se está cumpliendo adecuadamente. Si bien 
se puede considerar que las inmobiliarias saben cuáles son todas sus obligaciones, debemos asumir 
que recién ahora hemos iniciado un proceso de acercamiento al sector inmobiliario y de 
reglamentación de esas obligaciones, a los efectos de procurar que sobre fines de este año y principios 
del 2008 el sistema esté funcionando mejor. Por supuesto, existen algunas carencias que nos surgen 
del propio marco legal, que no son grandes, pero debemos afinar algunos detalles. Los sujetos 
obligados son las inmobiliarias; en realidad, el mercado inmobiliario no se reduce a las inmobiliarias, 
sino que hay otro conjunto de actores que participan y, como dice el señor Senador Moreira, también 
existe mucha informalidad. Entonces, existe otro tipo de operadores como, por ejemplo, los 
promotores, y lo que nos estamos planteando es cómo abarcamos a todo el sector en un acercamiento 
progresivo. 


Estamos proponiendo un diálogo con todos los actores, en el que reconozcamos que hay 
negocios lícitos que hay que respetar y preservar, ya que tratamos de contener o de delimitar la acción 
de delincuentes. Por supuesto que a nadie le gusta que le impongan controles, y generalmente hay 
resistencia en este sentido. Sabemos, además, que esos controles pueden afectar negocios e, 
inclusive, hacer perder algunos. Esto les pasa a los bancos, y seguramente también a las inmobiliarias, 
pero justamente, nosotros queremos, en acuerdo con ellos, ir fijando normas de actuación que 
preserven el negocio legítimo y que, por otro lado, no impliquen una caza de brujas. Digo esto porque 


hemos confirmado la acción del narcotráfico colombiano en la región, en particular, en Brasil, Uruguay 
y Argentina; se ha trasladado, está operando aquí y eso nos preocupa, no obstante lo cual tampoco 
podemos salir a cazar brujas o a establecer reglamentaciones que, en definitiva, no se puedan cumplir. 


En el sector inmobiliario sabemos que esto ha ocurrido, por ejemplo, el año pasado, en dos 
casos grandes de este año y en algún caso chico local; en este último se han detectado 
narcotraficantes locales que, en tres años, pasaron de vivir en el barrio Marconi a hacerlo en Carrasco 
y a tener casa en Punta del Este. A pedido de los jueces, se ha investigado la procedencia de ese 
incremento patrimonial y se ha constatado que no hay ninguna actividad legítima que lo justifique, por 
lo que pensamos que es producto del narcotráfico. Se trata de casos locales que, de repente, son más 
fáciles de determinar; los internacionales son más complejos, más sofisticados y en ellos aparecen 
sociedades anónimas nacionales o extranjeras, por lo que es más difícil descubrirlos. 


Con respecto al tema de los casinos puedo decir que a nivel internacional esta es 
considerada una zona de alto riesgo. En el año 2005 nosotros tuvimos una evaluación que hizo el 
Fondo Monetario Internacional, donde se insistió mucho con el tema de los casinos. A la vez, hemos 
hecho hincapié en que la percepción de riesgo que tenemos del sector no es de la misma índole que la 
que ven ellos. Más allá de cómo opera esto a nivel internacional, por las características específicas del 
sector de los casinos en el Uruguay -donde hay un único casino cien por ciento privado y en el resto 
hay participación del Estado y, además, existe un perfil de jugadores que por sus montos y 
conocimientos no estarían en condiciones de hacer una industria de lavado-, nosotros consideramos 
que allí no hay un riesgo similar al que, por ejemplo, vemos en las inmobiliarias. 


De cualquier manera, los casinos están incluidos en la ley, aunque sus obligaciones son un 
poco más tenues -digámoslo así- que las de otros actores. Tenemos contacto con los casinos aunque, 
más que nada, se trata de un relevamiento. La parte no financiera de supervisión la delegó el Ministerio 
de Economía y Finanzas en la Auditoría Interna de la Nación y estamos abordando, junto con este 
organismo, el tema de los controles y el relativo a los casinos. En este sentido, mantuvimos un primer 
contacto fuerte con el casino privado -es decir, con el Conrad- y, a su vez, estamos realizando una 
ronda de visitas a los casinos del Estado, mixtos y municipales para ver qué elementos tenemos que 
mejorar. Trabajamos sobre la base de que, en principio, no vemos un riesgo tan grave en ese sector. 
Por otra parte, puedo decir que ha habido un programa de capacitación para funcionarios de la 
Auditoría Interna de la Nación. 


Lo que sí sabemos es que hay mucha debilidad desde el punto de vista conceptual, porque 
ni los casinos municipales ni los del Estado tienen el problema del lavado, digamos, en la cabeza y, por 
tanto, no cuentan con gente formada para eso. Entonces, tenemos que formarlos, que apoyarlos y 
exigirles, más allá de que hoy el riesgo no sea mayor ni sea nuestra principal preocupación; es decir 
que estamos en ese proceso. 


La semana pasada estuvimos en el Radisson, la próxima vamos al Mantra y, como les decía, 
estuvimos en el Conrad que, en los papeles, es el que tiene todo más prolijo, porque forma parte de 
una cadena internacional y todas ellas tienen sus reglamentos, su distribución de responsabilidades, 
etcétera. Pero también es cierto que el riesgo en el casino es doble: pueden lavar los jugadores y 
puede lavar el casino, aunque se supone que los casinos del Estado no lavan dinero y los municipales 
tampoco. 


SEÑOR MOREIRA.- El casino municipal pierde. 


SEÑOR GiIL.- Ese tema también nos preocupa, pero no constatamos allí una función de lavado que en 
los casinos privados es muy difícil de controlar e implicaría establecer una relación entre el nivel de 
juego y el de los fondos que maneja un casino, algo que es realmente dificultoso. De hecho, esa 
problemática de los casinos es bastante más liviana que en otros países. 


Nosotros nos hemos planteado una estrategia. En el tema del lavado hay muchísimo para 
hacer y es imposible llevar a cabo todo a la vez, por lo que debemos ir detectando los sectores de 
mayor riesgo progresivamente. El sector financiero está claro y el inmobiliario lo analizaremos ahora 


como un punto inmediato. Asimismo, tenemos que estudiar el sector societario, no porque se lave 
dinero en las sociedades, sino porque son herramientas que en los tres casos más grandes han sido 
utilizadas para lavar, esto es, para ocultar la propiedad y el origen de los bienes. A su vez, estamos 
trabajando con los casinos. Quedan por analizar los deportes, el fútbol y los pases; en algún momento 
los abarcaremos. 


Sabemos que la gente es muy perceptiva y a nosotros también nos preocupa ubicar algunas 
zonas de riesgo del país donde se producen un conjunto de inversiones altas, cuya procedencia no 
siempre se conoce. Alguno de nuestros actores debe detectar situaciones de riesgo y, eventualmente, 
realizar alguna investigación sin salir a la caza de brujas ni permitir que el problema se transforme en 
una traba para las inversiones legítimas o los negocios lícitos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quería plantear alguna pregunta al señor Gil con relación a algo que nos 
compete directamente, que son los ajustes a la normativa vigente. Nos ha entregado un material muy 
claro, pero quisiera saber si desea puntualizar algo especialmente. 


SEÑOR GiIL.- Se nos han ido generando una serie de preocupaciones, algunas de las cuales hemos 
ido decantando, mientras que para otras solicitamos el apoyo de expertos, a fin de que nos den su 
opinión sobre diversos problemas en base a la evaluación realizada por el Fondo Monetario 
Internacional. Desde hace dos meses ha venido trabajando una Comisión integrada por personas de 
distintos perfiles profesionales y políticos; es gente que conoce el tema, se ha venido reuniendo y está 
elaborando una propuesta. 


En cuanto al tema de los sujetos obligados, por ejemplo en el sector inmobiliario, nos parece 
que nos falta algo, ya que aún no lo hemos podido abarcar. Tenemos que estudiar cómo hacerlo y 
preguntarnos quién está siempre en la actividad inmobiliaria. Los escribanos lo están. ¿Es posible que 
ellos, en su actuación en ese sector, puedan aportar cierta información? Aunque no les guste, es una 
posibilidad. En el proyecto de ley original del año 2004 estaban incluidos los escribanos, los abogados 
y los contadores, pero no quedó ninguno de ellos porque no querían estar involucrados. Ahora bien, en 
el sector inmobiliario tengo dudas de si no es necesario que lo estén. 


Por otra parte, hemos detectado actividades en zona francas. En mi percepción, allí hay 
lagunas que nadie sabe a quién pertenecen y se escapan. Creo que tanto el administrador como los 
usuarios deberían tener alguna obligación. 


Asimismo, hay aspectos de tipificación de delitos que a nosotros y a los evaluadores que 
operan en el Uruguay nos parece que no están suficientemente claros, tanto en lo que tiene que ver 
con el lavado de dinero como con el financiamiento del terrorismo, y consideramos importante atender 
esta cuestión. No pretendemos cambiar lo que entendemos que está dicho en la ley, sino ajustar el 
texto para que quede más claro, sobre todo en el financiamiento del terrorismo, que es un delito que en 
el Uruguay hizo punta y sobre el cual surgen algunas dudas de cómo se ha resuelto legalmente. 


Con respecto a los delitos precedentes, en el Uruguay, como en muchos países, hay lavado 
y el dinero proviene de ciertos delitos, no de todos. Sin embargo, observamos que faltaban delitos y 
para mí la respuesta en ese momento fue clarísima. Teníamos narcotráfico, corrupción, tráfico de 
armas y de gente y nunca detuvimos a nadie. También quiero decir que si es necesario incluir el tráfico 
de hormigas coloradas, no me preocupa hacerlo. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Qué ocurre con lo que tiene que ver con la defraudación impositiva? 


SEÑOR GIL.- Ese es un tema polémico a nivel mundial, y no está incluido en las recomendaciones 
generadas por los organismos internacionales. El GAFI no establece la obligatoriedad de incluir la 
defraudación fiscal o los delitos fiscales como delitos precedentes al lavado. 


El problema que tenemos es que en muchísimos casos, tanto en la actividad inmobiliaria 
como en la financiera, el propietario, por ejemplo, argumenta: “Esto en mi país es evasión fiscal”. Y me 
he peleado con representantes de cambios y de bancos porque, ¿cómo sé yo que ese millón de 


dólares o los cinco millones de dólares que trae una persona son de evasión fiscal y no de otra cosa? 
No es fácil. Si es evasión fiscal, no es lavado. Ahora, ¿cómo verifico algo que por definición es oscuro? 
Entonces, a nosotros, como a todo el mundo, esto nos genera un problema, pese a lo cual nos 
atenemos estrictamente a lo que establece la ley. En materia de evasión fiscal, nosotros no actuamos 
ni rigen todas las libertades sobre las posibilidades de cooperación internacional que existen cuando 
hay lavado; en este último caso se puede compartir información con la Unidad correspondiente del 
Banco Central sin romper el secreto bancario. Pero si es evasión fiscal, ya no nos metemos. 


Considero que hay disposiciones legales que no pueden generarse solamente con una visión 
de lavado, porque entonces uno empieza a cortar, a prohibir cosas que cuando se tiene una 
perspectiva integral del funcionamiento de la economía, se ve que tal vez no haya que prohibirlas, sino 
atender a sus riesgos. Eso nos pasa con las sociedades. Está claro que las sociedades con acciones al 
portador son pasibles de ser usadas. Las SAFI, por ejemplo, eran un riesgo: tenían 58 años, eran 
obsoletas e implicaban un montón de denuncias; entonces, por la reforma tributaria no se permite su 
constitución. Pero muerto ese perro, no se acabó la rabia, ya que van a aparecer otras formas 
societarias de actuación. Con las sociedades anónimas comunes, ¿vamos a hacer lo mismo? ¿Se 
pueden prohibir? Entiendo que no. A su vez, ese tema hay que resolverlo desde la visión de la 
economía en su conjunto para ver cuáles son las cosas que esta necesita para funcionar y cuáles no. Y 
en cuanto a aquellas que necesite la economía e impliquen un riesgo, lo que tenemos que ver es cómo 
atenuamos el riesgo. Ahora, si el atenuarlo implica siempre eliminar el generador del riesgo, podemos 
terminar eliminando muchas cosas que hacen a la vida normal de cualquier país y que no se pueden 
eliminar. 


Entonces, estamos generando preocupaciones sobre algunos elementos para que, en ámbitos 
más amplios que el que concierne al lavado, se evalúe cuáles son los riesgos del país y las medidas 
que hay que tomar. 


Claramente sucede lo mismo con el tema de la exportación de servicios financieros. ¿Es una 
zona de riesgo? Sí. ¿Se resuelve prohibiéndola? No. A mi entender, se resuelve poniendo medidas 
razonables para una exportación de servicios financieros sana, lo cual no es fácil. Pero esto hay que 
hacerlo de manera consciente y no hay que decir que queda prohibido porque molesta o genera 
riesgos. 


Esta es la visión que tenemos sobre el tema. En la documentación incluí algunos de estos 
puntos, pero en realidad, lo que hicimos fue generar dudas y trasladarlas a los que saben, en este 
caso, a ese grupo de abogados -que, además, son expertos en este tema- en el que participa un Juez, 
un Fiscal y gente que trabajó en el período anterior sobre el particular. A ellos les preguntamos cómo 
veían estos temas e, incluso, por qué no los resolvieron de otra manera en las leyes del 2004. O sea 
que por ahora estamos en esa etapa abierta de discusión, pero queremos cerrarla sobre fines de 
octubre para poder evaluarla. Posteriormente, tendríamos un contacto prioritario con los señores 
Senadores para comunicarles lo que ha surgido, decirles que ahora son ustedes los que tienen la 
última palabra y ver hasta dónde se puede llegar. Me gustaría traer este tema lo más evaluado posible, 
comenzando con un enfoque técnico y no político de las personas que han trabajado sobre él; 
asimismo, sin que haya cosas drásticas ni particularmente graves. Sigo pensando que el marco legal 
que tenemos es razonablemente bueno y que lo que tenemos que hacer es aplicarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para cerrar y agradecer la participación de nuestro invitado, que creo fue muy 
valiosa, quisiera plantear una última pregunta. La idea era la de ir progresando en el tratamiento de 
este tema, analizando el marco legal del año 2004 y viendo cómo podíamos avanzar; incluso hay 
anuncios de posibilidad de algunas modificaciones. 


En función de todo lo que se ha avanzado a partir de la aplicación de la ley de 2004, con la 
creación de las nuevas Unidades que están funcionando junto con el Banco Central, según las últimas 
evaluaciones del GAF!I -e, incluso, según su propia evaluación-, con las cuarenta prerrogativas -más 
las nueve, después del 11 de setiembre-, ¿cómo estamos posicionados a nivel internacional a partir 
del proceso que se ha venido desarrollando desde el año 2000? 


SEÑOR GiIL.- Se trata de una pregunta difícil de responder. 


Cuando en el año 2005 se realizó la última evaluación, mi idea era que los evaluadores iban a 
concluir que el marco legal era bueno, pero que no se estaba aplicando. Esto en función de que el 
GAR, en los últimos años, había insistido mucho en que había que tomar en cuenta la aplicación y no 
sólo la letra de la ley. Pese a esto, los evaluadores hicieron muchas observaciones a la norma, que no 
compartimos plenamente porque pensamos que se trató de una crítica excesivamente meticulosa y 
piedeletrista. Incluso, creemos que incidió sobremanera el hecho de que la evaluación fuera hecha por 
el Fondo Monetario Internacional y no por GAFISUD. La evaluación de este último es entre iguales, ya 
que quienes la llevan a cabo son integrantes de delegaciones de otros países, mientras que la gente 
del Fondo Monetario Internacional es más estricta y teórica y, en consecuencia, cuestionó el texto legal 
más de lo que se podía pensar. 


De cualquier manera, algunos ajustes que se han ido haciendo, así como la propuesta de 
trabajo que formulamos -tanto con el Fondo como con GAFISUD-, creo que han logrado revertir esa 
visión ácida y crítica. En la actualidad, el Fondo Monetario Internacional está particularmente conforme 
con cómo venimos trabajando; al respecto, los señores Senadores podrán leer -porque la incluí- la 
resolución del último pleno de GAFISUD, que es de apoyo a lo que hace Uruguay y destacando la 
seriedad de las autoridades. En las últimas dos reuniones, el Fondo habló muy favorablemente de 
Uruguay. Asimismo, cuando definimos que además de aplicar la ley y de trabajar, era necesario un 
marco más amplio y un trabajo con cierto piso de definiciones estratégicas, se lo planteamos al Fondo 
y le dijimos que si bien era correcto que nos criticara, estábamos dispuestos a recibir ayuda si quería 
dárnosla. Obviamente, la estrategia la va a definir Uruguay, pero nos consta la experiencia que aquél 
tiene al respecto. 


En el mes de febrero, junto con dos de los representantes del Fondo que llevaron adelante la 
evaluación, hicimos un trabajo que creo fue muy bueno. Producto de éste son parte de los cambios en 
materia de planes y de estructura. Ellos también quedaron muy conformes, y ahora acordamos un 
trabajo conjunto de análisis de riesgo sistémico con el fin de dar a las percepciones que tenemos una 
materia prima más empírica para constatar si no estamos errados. Si bien es la primera vez que van a 
llevar adelante este trabajo, están muy satisfechos de hacerlo con Uruguay. 


A pesar de que la foto del año 2005 era fea, están convencidos de que estamos inmersos en 
un proceso serio de cambio, que no significa que éste se va a dar en un año; se entiende que se va a 
seguir trabajando. Valoran mucho el hecho de no haber percibido que en Uruguay sea un tema que 
esté partidizado, que resulte polémico o que tenga trabas. Sinceramente, considero que, en términos 
reales, Uruguay es uno de los países que viene trabajando más seriamente en una región que tiene 
muchos vaivenes; hay pocos países donde uno perciba que se mantienen constantes en lo que 
hicieron hace seis meses o un año. En nuestro caso, presentamos documentos de lo que hemos 
hecho. 


Desde que estoy representando a Uruguay en GAFISUD, ocho de los diez países cambiaron 
coordinadores nacionales -soy de los coordinadores más antiguos y sólo llevo dos años y medio-, lo 
que constituye un mal síntoma. 


Entonces, si observamos el tema en términos absolutos, surge una evaluación crítica que 
somos los primeros en sostener. Pero con respecto a las críticas del GAFI, podemos decir que 
estamos en el medio de la tabla. Sin embargo, desde el punto de vista del trabajo que se está 
haciendo, estamos por encima del promedio de la región y eso ha sido advertido y reconocido por parte 
del Fondo, de GAFISUD e, indirectamente, por el GAFI. Cabe aclarar que, de alguna manera, la poca 
acogida que tuvo el planteo que realizó Argentina en el mes de febrero tuvo que ver con eso. En 
realidad, apareció un planteo muy descolgado, politizado y vinculado con temas que no tenían nada 
que ver con el lavado, por lo que se dejó enfriar y murió solo. Creo que lo que permitió que esto 
sucediera fue que Uruguay tiene una imagen de seriedad que muchas veces es más importante que la 
fotografía. 


En cuanto a esto último, la fotografía del año 2005 no fue peor de lo que uno esperaba, pero 
la de nuestro país también era mala. Está claro que no pensábamos que nuestra situación fuera buena 
porque, además, la ley era de 2004 y, por tanto, era impensable que nuestro país pudiera haberla 
aplicado de manera fluida, estuviera quien estuviera. Esto implica reconocer que no tenemos 


experiencia, que estamos aprendiendo y que hay cosas que no están en los papeles. Además, hemos 
podido advertir esto en los operativos y en las acciones concretas. Hoy en día, la policía formó un 
grupo de investigación patrimonial integrado por gente joven, lo que implica una inversión a mediano 
plazo. En realidad, hace un año no se tenía la más mínima idea de qué hacer cuando se tenía que 
llevar adelante un procedimiento de allanamiento por estos temas. Habitualmente, en el caso de la 
droga, se incauta la mercadería, las armas, se detiene a las personas y el asunto terminó. En estos 
casos, allí comienza el trabajo para determinar si había tráfico, si se generaba dinero, a dónde iba ese 
dinero, en qué cuentas bancarias se depositaba o qué bienes se adquirían por este medio. Para 
nosotros es un tema clave el poder quitarles los bienes y en este aspecto nuestro país no tiene una 
historia, por lo que seguramente habrá que hacer un ajuste legal. En relación a esto se detectan fallas 
que aparecen en el plano operativo. 


Hoy estamos realizando una aplicación muy imperfecta de la ley en lo que tiene que ver con 
el control de ingreso de efectivo en las fronteras. Hasta ahora hemos detectado ocho ingresos 
clandestinos y una suma aproximada a los US$ 700.000, que ingresaban al país sin ser declarados. 
Queda claro que el ingreso de dinero es libre, pero es necesario declararlo, y cuando esto no se hace, 
es porque hay algo extraño alrededor. Sin embargo, desde el punto de vista legal, no queda claro si 
existe la posibilidad de retener el dinero y este es uno de los puntos en los que les solicitamos a los 
legisladores que aporten alguna propuesta. En la actualidad lo estamos haciendo como resultado del 
trabajo de los jueces, quienes retienen preventivamente el dinero a cuenta de una multa que puede ser 
muy grande, pero no aparece clara la potestad de retenerlo. En realidad, estamos aprendiendo sobre la 
marcha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto quedó claro en la Rendición de Cuentas cuando se definió el tema de la 
incautación. 


SEÑOR GIL.- Si bien eso es cierto, también aparecen matices. Por ejemplo, se estableció la 
posibilidad de decomiso anticipado de bienes perecederos y quienes conocen en la materia dicen que 
el decomiso es una pena y, por tanto, nunca puede ser anticipada. Es necesario esperar la sentencia 
para poder proceder al decomiso. Entonces, la ley existe, pero los jueces temen aplicarla por un 
problema de inconstitucionalidad. 


Ante todo esto y en cuanto a la actividad represiva, surgen ganas de ser eficientes y hacer 
cosas, pero es necesario respetar los derechos, la ley y no hacer nada que esté fuera de ella. En 
realidad, hemos descubierto que es muy importante el decomiso, pero lo es mucho más el 
establecimiento de medidas preventivas que no se estaban dando. Aquí los jueces no tienen la 
costumbre de hacer un embargo y, en ese sentido, hemos participado de un solo caso en el que el juez 
nos llamó para colaborar, aunque ya había fijado un embargo genérico y había tomado todas las 
medidas necesarias. Reitero que este hábito no existe en la mayoría de los jueces. En lo personal, 
desempeñaba mi labor en la actividad financiera y me dedicaba a cobrar deudas morosas, por lo que 
estoy mucho más acostumbrado a que primero se fije el embargo, sin importar que luego todo el 
proceso insuma más de dos años, porque tengo la certeza de que el bien no desaparece. 


En definitiva, estamos proponiendo que esto se haga bien y que se analice cómo se puede 
lograr que el decomiso se lleve a cabo lo antes posible. Esto también tiene que ver con que la 
sentencia se produzca lo antes posible, pero ya ingresamos en un tema que no solamente está 
vinculado al lavado, sino a la eficacia del sistema judicial. En nuestro caso, en lo relativo al lavado y a 
otros delitos, se trata de ver cómo logramos ámbitos de resolución especializada. Si un juez penal está 
de turno y tiene que atender doce robos, dos homicidios, una violación y, además, un caso sofisticado 
de lavado de activos, lo “matamos”, porque la realidad indica que en los casos complejos los jueces 
quedan totalmente desbordados. La jueza que operó en el caso del año pasado -que fue el más 
complejo de todos-, pidió licencia para estudiar el extenso expediente, lo que para mí es una 
barbaridad. 


Hay que encontrar una solución y, en ese sentido, lo hemos hablado y pensamos que la 
solución real debe venir por el lado del Poder Judicial, que es el que sabe más del tema. La Ley del 
2004 preveía la transformación de Juzgados Penales en Juzgados Especializados. Es el tema de la 
“frazada corta”, ya que no sabemos si con esta transformación ganamos o perdemos. En el 2005 les 


dije que si nunca generamos materia prima, es decir, casos, la discusión es al “santo botón”; primero 
debemos generar casos y después, si se demuestra que son demasiado complejos para ser tomados 
en la dinámica habitual, debemos buscar la mejor solución, que la tiene el Poder Judicial. Esta solución 
debe ser encontrada de manera urgente porque si no es así, el problema nos desborda. Además, si a 
un juez, que tiene una carga grave, con pocos recursos, se le da un caso de lavado de activos, siente 
que se le complica la vida. Esto no tiene que ser así; debemos encontrar un camino. 


Si bien estamos generando un cuerpo de asesoramiento interesante que apoya al juez y al 
fiscal, entiendo que no alcanza y que es preciso que estos temas sean enviados a un lugar donde se 
les pueda dar la importancia que tienen y el tiempo que requieren. 


En mi opinión, no sería bueno que fuera una gran estructura -porque todavía no tenemos 
miles de casos-, sino que la vayamos ajustando. Si bien es cierto que no hemos hecho mucha 
capacitación de jueces y fiscales, sí hemos visto que aquellos a los que les gusta el tema, se meten y 
entusiasman, y terminan operando muy bien en la cancha. Entonces, tenemos que buscar ese tipo de 
jueces o fiscales y no entrar en un sistema perverso en el que se esté pensando quién esta de turno; 
esa sería una situación engañosa para el país que podría dar lugar a distintos casos. 


El Poder Judicial ha planteado -lo cual es legítimo- que los jueces especializados en otros 
países han dado lugar a superpoderes, superjueces o vedettes de la prensa, argumento válido que de 
alguna manera debe ser tenido en cuenta para que no se les vaya de las manos. 


Por lo expuesto, consideramos que este tema es grave y urgente y en ese sentido lo 
estamos discutiendo, por un lado, con los jueces -en un ámbito de intercambio que generamos- y, por 
otro, con la Suprema Corte de Justicia, para que vean qué es lo que pueden hacer en la materia. Si 
bien no es fácil, es imprescindible que hagamos algo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ricardo Gil, Presidente de la CECPLA, su presencia y 
los aportes que nos ha hecho. La Comisión está a las órdenes para trabajar en ese sentido. 


SEÑOR GIL.- Una vez que generemos alguna propuesta se las vamos a hacer llegar para que la 
evalúen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 28 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


